
B. Derechos Económicos,
Sociales y Culturales

B.l Derecho a la vivienda
La ley protegerá al rnatrirmnio, favorecerá la organización del patrirmnio inembarga­
ble y proveerá lo conducente a facilitar a cada familia la adquisición de una vivienda
córmda.

Artículo 73 de la Constitución de la República de Venezuela

Consideraciones generales

La protección y promoción del derecho a
la vivienda es, efectivamente, una responsa­
bilidad que el Estado se ha comprometido a
cumplir, a través de sus compromisos nacio­
nales e internacionales. En relación con tal

responsabilidad se han identificado cuatro
obligaciones básicas:
a) Obligación de reconocerlo y respetarlo, lo

que comprende la adopción de instrumen­
tos internacionales, su ratificación corres­

pondiente y su incorporación en leyes in­
ternas con rango constitucional.

b) Obligación de promoverlo, con la adopción
de legislación específica que implique el
acceso a recursos para viviendas y la dis­
tribución equitativa de tierras.

c) Obligación de protegedo, lo cual implica
la prevención y prohibición de acti vidades
que atenten contra el derecho a la vivienda
y el establecimiento de mecanismos para
la supervisión del mismo.

el) Obligación de cumplido y asegurarlo, que
comprende la aplicación de políticas y
medidas necesarias para proveer a aque-

Has personas que no están en capacidad de
suplir sus necesidades de vivienda, tales
como el otorgamiento de subsidios, tasas

de interés preferencial y excenciones im-.. 152
poSItIVas .
De estas obligaciones se desprende que el

Estado debe actuar preservando en todo mo­
mento el principio de equidad, mediante el
cual los sectores sociales más desprotegidos
gozan de iguales oportunidades de acceso que
el resto de la población.

Por lo demás, conviene señalar que exis­
ten, al igual que en la protección de otros
derechos económicos, sociales y culturales,
obligaciones de carácter inmediato y de con­
secución progresiva. Un parámetro para me­
dir la actuación del Estado en esta materia lo

constituye, en el primer caso, el logro de
resultados concretos y, en el segundo, el com­
portamiento en la práctica, para alcanzar pro­
gresivamente su cumplimiento.

Todas estas obligaciones deben tener
como marco una concepción de la vivienda
que ha sido asumida a nivel internacional y
que establece que es necesario desechar el
común término de "casa", como única nece-

152 LECKIE, Scott: From Housing Needs to Housing Rights. International Institute for Environment and
Development, Londres, 1992. pág. 63-65.
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Algunas cifras

sidad humana, y enmarcarla más ampliamen­
te dentro de un concepto integral que incluye
servicios básicos, comodidad (tal como lo
dice la Constitución) y posibilidades reales de
acceder a ella.

La desatención del Estado venezolano al

derecho a la vivienda se contrapone a pro­
puestas surgidas del Consejo Económico y
Social de la Organización de Naciones Uni­
das (ONU), que también aplmtan cada vez
más a comprometer a los Estados en la formu­
lación de políticas habitacionales que den satis­
facción a todos los sectores sociales, así como
en la obligatoriedad de ejecución de programas
oficiales para atender en la materia a los sectores
económicamente menos favorecidos.

El Relator Especial de Naciones Unidas
para el derecho a la vivienda dejó sentado que
"al igual que con todos los derechos econó­

micos, sociales y culturales, la aceptación y
el reconocimiento del derecho a una vivienda

adecuada y las consecuencias de esta nornUJ
necesariamente crean una serie general de
obligaciones importantes para los Esta­
dos,,153. Dentro de su análisis global, Rajin­
dar Sachar destaca el propio prommciamiento
de la ONU en su "Estrategia Mundial de
Vivienda hasta el año 2000", en especial lo
referido a "vivienda adecuada", la cual está

de finida en términos de un lugar donde poder­
se aislar si se desea, espacio adecuado, segu­
ridad adecuada, iluminación y ventilación
adecuadas, una infraes tructura básica adecua­
da, Yuna situación adecuada en relación con
el trabajo y los servicios básicos, todo ello a
un cos to razonable 154 .
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1990, la totalidad de proyecciones y estudios
especializados toman como base dicha inves­
tigación. Recientemente la Oficina Central de
Estadística e Informática (OCEI) procesó de­
talladamente los datos referidos al tema; entre

los hallazgos se observa un déficit "ftlllcio­
nal" de 420 mil 926 unidades, lo cual significa
que carecen absolutamente de vivienda
10,6% de los núcleos, familiares o no, y su­
mado el número de los que habitan en estruc­
turas calificadas de "inaceptables" la propor­
ción se eleva hasta el 22,2%. Seis entidades
federales: Zulia, Distrito Federal, Lara, Cara­
bobo, Aragua y Miranda agrupan el 56,4% del
d'fi . hab' . al dI' 155e IClt ' ltaclOn neto e paIS .

Tomando como referencia el documento

de la OCEI, sólo el 22,1 % de las viviendas de
1990 contaban con cinco servicios públicos
considerados "básicos" por las propias auto­
ridades: agua, electricidad, sanitarios, aseo
urbano y teléfono. Desglosando la carencia de
servicios, tenemos que: 33,3% no tenían telé­
fono, 16,4% contaban sólo con tres servicios:

agua-electricidad-aseo urbano o agua-sanita­
rio-electricidad. De 300 mil 301 familias que
sólo accedían a un servicio, el 70,5% disponía
de electricidad y el resto de agua, mientras
que el 7,3% del total de viviendas de Vene­
zuela carecía en ese momento por completo
d .. 'bl' 156e servICIOSpu ICOS

La investigación corroboró la evidente
relación entre condición estructural de las

viviendas y el número de servicios de los
cuales disponen, que se refleja en el hecho
de que las viviendas aceptables se concen­
traban entre las que poseen más servicios y
las inaceptables entre las que poseían me­
nos servicios. Esta tendencia de desigual-

Desde hace cuatro años, y en lo que resta dad social, en cuanto a acceder a mayores
de década, el análisis de la situación habita- servicios, se ve crudamente reflejada en la

cioual de Venezuela debe regirse porlos datos relación vivienda y estratos económicos
que proporcionó el Censo de población de que presentó la especialista Emma de Ghi-

153 SACHAR, Rajindar: :ELderecho a una vivienda adecuada. ONU. 1993, pág. 12.
154 Sachar, op. cit., pág. 15.
155 OCEI: Situación Habit~ional en Venezuela. Caracas, 1994. pág. 21.
156 OCEI, op. cit. pág. 22.
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naglia, ya que para el 70% de los venezola­
nos la vivienda es una necesidad postergada
en vista de que sus recursos los destinan a
la supervivencia:

"Estrato I: consumidor no solvente, con­

fOrmado por familias con ingresos rnenores a
1 salario mínimo mensua4 concentra e121%

de los hogares, ubicados en la línea de pobre­
za extrema, para estos estratos la satisfacción
del alojamiento está postergada por laperen­
toriedad de satisfacer necesidades de subsis­
tencia.

Estrato 11: consumidor escasamente sol­

vente, conformado por familias con ingresos
rnensuales entre 1y 3salarios mínimDs, con­
centra el 49% de los hogares, ubicados en la
línea de pobreza, la satisfacción del aloja­
miento para estos gntpOS fanúliares está res­
tringida por la necesidad de atender otras
necesidades básicas.

Estrato IlI: consumidor medianamente

solvente, conformado por familias con ingre­
sos entre 3 y 5 salarios núnimDs mensuales,
concentra el 23% de los hogares, pueden
disponer de recursos propios limitados, el
alojamiento representa una necesidad apre­
miante.

Estrato IV: consumidor solvente, confor­
mado por familias con ingresos entre 5 y 10
salarios mínimDs mensuales, concentra el

6% de los hogares, satisfacción relativa de
sus necesidades, la vivienda ocupa un lugar
preponderante en la vida familiar (seguridad
a filturo).

Estrato V: consumidor altamente solven­

te, conformado por familias con ingresos su­
periores a 10 salarios mínimos mensuales,
concentra ell% de los hogares, con posibili­
dades de satisfacer una amplia gama de ne­
cesidades, la vivienda es percibida COmDsím­

bolo de status V como inversión (libre juego157
del mercado)" .

DerechoS'Económicos, Sociales y Culturales

E'itos datos corrobomn drá'iticarnente que
el Estado venezolano está fallando ensuobli­

gación de cumplimiento de este derecho,
puesto que el mayor porcentaje de venezola­
nos que carece de vivienda, se encuentra
precisamente en los estratos obviamente in­
capaces (económicamente hablando) de ac­
ceder a ella.

Desde febrero de 1994, cuando asumió la
presidencia Rafael Caldera, diversos voceros
oficiales han insistido en que la política gu­
bernamental en la materia se dirigirá a los
sectores de más bajos ingresos, mientms que
se ha anunciado la creación de un millón de

"soluciones habitacionales" para el quinque­
nio.Según el Ministro de Desarrollo Urbano,
Francisco González, el déficit actual de "nue­
vas soluciones habitacionales" está cerca del

millón de unidades, mientras que en el rubro

de mejordrniento de unidades la cifra se eleva
a un millón 400 mil, al tiempo que la defini­
ción oficial de "solución habitacional" es -de

acuerdo con el Ministro- "todo aquello que
permita que una familia pueda solucionar su

158
problema de techo" .

Esta postura demuestm una evidente con­
tradicción entre el concepto de vivienda cómo­
da al cual alude la Olns titución y los parámetros
mismos del Relator Especial de la ONU, Yel
emanado de los sectores oficiales, que la sigue
ubicando como la simple necesidad de contar
con un techo. De esta manera, el Estado vene­
zolano se aleja abiertamente de los paráme­
tros que conforman el derecho a la vivienda y
que obviamente le darian al abordaje del mis­
mo un carácter más integral y un disfrute más
permanente, en contmposición con un indis­
criminado crecimiento de comunidades sin

servicios, y lo más grave, sin perspectivas de
10grarIo por sus propios medios.

Según investigadores, la información
arrojada por el censo de 1990 permite estimar

157 GHINAGIA, Emma de: Agenda Social de los 90. Sector vivienda. Caracas, Ildis-Copre, 1993, págs. 1-2.
158 El Globo, 19.09.94.
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que alrededor de un tercio de las nuevas vi­
viendas producidas durante la década del 80

provienen del sector informal y que las con­
diciones estructurales del parque habitacional
existente habían mejorado en sus índices de
aceptabilidad159, lo cual dice mucho de los

esfuerzos de la población venezolana por me­
jorar su vivienda, pero también evidencia la
falta de una política oficial coherente para el
sector desde hace al menos década y media.
Pese al crecimiento de la construcción "infor­

mal" , persisten las condiciones de ausencia y
deterioro de los servicios básicos, situación
observable en la mayoría de las ciudades,
donde es evidente el incremento de asenta­

mientos no regulados, sin previsión urbanís­
tica alguna. Aunque constituye un problema
que afecta la calidad de vida de toda la ciudad,
ésta última no aparece como actividad priori­
taria en el marco organizativo actual de los
organismos supuestamente responsables de
su atención.

Por su parte, el presidente del Consejo
Nacional de la Vivienda (CONA VI), ha
asegurado que en Venezuela existen unos
cuatro mil barrios, de los cuales el gobierno
de Rafael Caldera sólo podrá atender una
cuarta parte durante todo el quinquenio me­
diante el programa de "equipamiento de
barrios" , que pretende" dotar, principal­
mente de vialidad y servicio de agua po­
table y servida a los barrios, así como
actuar sobre la infraestructura comunal

-escuelas, estaciones de policía, etcétera­
que los mismos ya poseen y se encuentran
en estado de abandono".

A juicio del Ministro González, "no hay
suficientes recursos para construir viviendas
completas para todos los sectores. Cuando
ves las estadísticas te das cuenta de que el

sector informa~ el de las barriadas popula­
res, construye dos veces y media más que el
sector formal". Esta postura oficial coincide

con varios intentos de empresarios privados,
que al "revalorizar las construcciones popu­
lares", están desligando al Estado de la
responsabilidad de garantizar -especial­
mente a los sectores de más bajos ingre­
sos- una vivienda digna, con servicios pú­
blicos básicos.

Ante esta posición, cabe citar nuevamente
a Naciones Unidas: "todos los ciudadanos de

todos los Estados, por pobres que puedan
se!; tienen derecho a esperar que sus gobier­

nos se preocupen por sus necesidades en
materia de vivienda y que acepten una obli­
gación fundamental de proteger y mejorar
las casas y los barrios en lugar de perjudi­
carlos o destndrlos" 160.

Por ello es necesario que las autoridades
visual icen más ampliamente una serie de ga­
rantías, con cuyo cumplimiento podría ha­
blarse de un marco satisfactorio del derecho
a la vivienda:

a) Seguridad jurídica de la tenencia: sea cual
fuere el tipo de tenencia, todas las perso­
nas deben gozar de cierto grado de segu­
ridad que les garantice protección legal
contra el desahucio (desalojo), el hostiga­
miento u amenazas.

b) Disponibilidad de servicios, materiales,
facilidades e infraestructura: una vivien­
da adecuada debe contener ciertos servi­

cios indispensables para la salud, la segu­
ridad, la comodidad y la nutrición.

c) Gastos soportables: los gastos personales
o del hogar que entraña la vivienda debe­
rían ser de un nivel que no impidiera ni
comprometiera el logro y la satisfacción
de otras necesidades básicas.

d) Habitabilidad: una vivienda adecuada
debe ser habitable, en el sentido de poder
ofrecer espacio adecuado a sus habitantes
y garantizar su seguridad física.

e) Asequibilidad: la vivienda adecuada
debe ser asequible, debe concederse a

159 Ghinaglia, op. cit. pág. 8.
160 ONU: Estrategia Mundial ct.~_~ivienda hasta el año 2000. 1988, Punto 13.
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los grupos en situación de des ventaja
un acceso pleno y sostenible a los
recursos adecuados para conseguir
una vivienda.

f) Lugar: la vivienda adecuada debe encon­
trarse en un lugar que permita el acceso a
las opciones de empleo, los servicios de
atención de la salud, centros de atención
para niños, escuelas y otros servicios so­
ciales.

g) Adecuación Cultural: la manera en que se
construye la vivienda, los materiales de
construcción utilizados y las políticas en
que se apoyan deben permitir adecuada­
mente la expresión de la identidad cul­
tural y la diversidad de la vivienda161.

Los desalojos forzosos,
práctica reiterada

Una de las medidas más inmediatas que el
Estado debe tomar en función de la protección
del derecho a la vivienda, la constituye la
prohibición de los desalojos forzosos. Para
ello basta sólo con tener la voluntad política
de hacerla. De hecho, los mecanismos de
seguimiento del cumplimiento del derecho a
la vivienda elaborados por Naciones Unidas,
contemplan como un indicador el número de
desalojos que ocurren en un determinado
país. Aún más, para los Estados firmantes del
Pacto Internacional de Derechos Económi­

cos, Sociales y Culturales, entre los cuales se
encuentra Venezuela, es obligante incorporar
en su legislación interna instrumentos jurídi­
cos que prohiban los desalojos y castiguen a
quienes los cometan.

Sin embargo, el desalojo forzoso en el
país, con su consecuente carga de violación a
los derechos de la población, ha sido una
práctica bastante común, que se reitera año
tras año y que demuestra la falta de voluntad
del &tado para afrontar decisivamente esta
situación. Los desalojos ocurren fundamen­
talmente sobre grupos poblacionales que han

161 Sachar, op. cit.págs. 24-25.

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

ocupado tierras ociosas, sobre las cuales el
Es tado no posee mayor control y sobre los que
sectores privados e individualidades aducen
propiedad, presión a la cual sucumbe el Esta­
do con gran facilidad.

La permanencia de estos grupos poblacio­
nales en las tierras ocupadas, se logra en base
a un gran esfuerzo de resistencia, al cual el
Estado asiste, en gran medida como un espec­
tador (dejando actuar por presión de particu­
lares a cuerpos que están bajo su mando),
ubicando la solución del problema en manos
de la correlación de fuerzas que puedan ejer­
cer los grupos en conflicto.

Durante el año que comprende este Infor­
me, la prensa venezolana ha reseñado diver­
sos casos de desalojos, tanto de comunidades
recién constituidas en diversos estados del

país, como de inquilinos de antiguos edificios
de Caracas. En mayo de 1994 en Barquisime­
to, Edo. Lara, se produjo una manifestación
cuyo objeto era el reclamo por el derecho a la
tierra y la vivienda por parte de 119 familias
del sector Tarabana, Municipio Palavecino),
mientras que en la vía a Duaca, en el mismo
estado, y en la carretera a Mariches y la Pana­
mericana, Edo. Miranda, la GN desalojó vio­
lentamente a personas que habían construido
sus viviendas sobre "terrenos invadidos", en

estos casos además del desalojo, los afectados
denunciaron destrucción de sus bienes por
parte de los efectivos de la GN.

Igualmente se constituyeron algunas
nuevas asociaciones para trabajar en la ma­
teria, como el Movimiento Vecinal Contra
los Desalojos (MOVECODE), y se dieron a
conocer públicamente remitidos de la Fun­
dación Una Vivienda para Cada Familia
(FUNDA VICAF). Ambas instancias se pro­
nunciaron a favor del derecho a la vivienda

en Venezuela, mientras que dos comunida­

des caraqueñas, La Vega y El Silencio, lo­
graron el reconocimiento de sus derechos
en la materia.
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El caso de La Vega recibió amplio trata­
miento en el informe anterior de Provea162

debido a los presuntos argumentos jurídicos
presentados por Mario Pellegrino Mineo,
quien pretendía apropiarse de 248 hectáreas
de la llamada zona verde de La Vega, al
suroeste de Caracas, en donde además de
existir un pulmón vegetal habitan numerosos
grupos familiares. Por su parte, también se
diluyó la !Iamenaza" contra los habitantes de
la urbanización El Silencio, en Caracas, por
la compra de apartamentos a la que estaba
obligando el Instituto Nacional de la Vivienda
(INA VI). En ambos casos, la Alcaldía de
Caracas, basándose en documentos históricos

decretó en noviembre de 1993 la propiedad
municipal sobre los terrenos, y en el primer
caso dio la custodia de los mismos a las Aso­

ciaciones de Vecinos de La Vega, Caricuao y
Antimano, al tiempo que en el segundo deter­
minó que en la venta de los apartamentos de
El Silencio, el INA VI debería descontar .el

precio del terreno, el cual pertenece al Muni­
cipio Libertador.

El 24 de septiembre de 1994 tuvo lugar un
Cabildo Abierto del Municipio Libertador, en
Caracas, donde tanto MOVECODE como el

diputado Alberto Salcedo, presidente de la
Comisión de Asuntos Vecinales de la Cámara

de Diputados, denunciaron la situación de
inseguridad que afecta a unas 15 mil familias
en el área metropolitana de la capital. Vecinos
presentes en esa asamblea corroboraron di­

versos casos de desalojos compulsivos, la
venta de edificios con inquilinos ocupantes de
los mismos, yel incremento de cánones por
encima de las posibilidades económicas de
los grupos familiares.

La práctica de los desalojos forzosos
constituye un desconocimiento, por parte del
estado venezolano, de su obligación de prote­
ger el derecho a la vivienda, que debe concre­
tarse en la prohibición expresa de acciones de
este tipo.

Reformas legales:
el Estado olvida su papel promotor

Durante el lapso que cubre este Informe,
dos leyes fundamentales fueron objeto de re­
formas: la Ley de Política Habitacional (LPH)
y la Ley del Deudor Hipotecario (LDH). Am­
bos hechos se produjeron tras varios meses
de presiones de los empresarios de la cons­
trucción, quienes exigían la eliminación de
las tasas bancarias preferenciales para los
créditos hipotecarios que benefician a los
compradores de viviendas. Con ambas re­
formas, salvo algunas excepciones como
los ancianos, los pagos de los créditos hipo­
tecarios alcanzarán un monto variable de

acuerdo a los ingresos del grupo familiar.
Con ello se eliminaron las tasas de interés

preferencial y se desecharon otros benefi­
cios, mientras que se incrementaron -en el
caso de la LPH- las cuotas salariales, para

ajustar el monto de los créditos a los precios
del mercado inmobiliario.

La nueva situación legal en la materia
afectará principalmente a los sectores me­
dios de la población, en especial del área
metropolitana de Caracas, debido a que la
política oficial ha orientado los recursos de
la LPH hacia los sectores de más bajos
ingresos, quedando las capas medias a mer­
ced de las tasas bancarias que rigen el mer­
cado, las cuales rondaron, durante varios
meses de 1994, el 70%.

Para el quinquenio que recién se inicia,
un 72% de los recursos de la LPH estarán

reservados a los planes de mejoramiento y
ejecución de soluciones habitacionales ubi­
cadas en los barrios del país, con un monto
asignado de 356 mil 946 millones de bolí­
vares para el Area de Asistencia 1 (AAl), la
cual comprende familias con ingresos infe­
riores a los tres salarios mínimos mensua­

les, mientras que al Area de Asistencia II
(AAlI), que comprende la adquisición de

162 PROVEA: Informe Anual ~~mb~-.1992-Octubre 1993. Caracas, 1993. pág. 95.
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viviendas cuyo precio oscile entre 65 y 180
salarios mínimos, la suma asignada es de 94 mil
571 millones de oolívares163.

Cabe des tacar que en la actualidad la LPH
es la única alternativa oficial para el financia­
miento del sector vivienda. Durante el perío­
do 1990-94 financió el 76% de los créditos

otorgados para la compJ;<lde vivienda, sin
embargo en cifras netas, la LPH en el lapso
enero-julio de 1994 sufragó un poco más de
8 mil créditos 164, una cifra insignificante si se
compara con el abultado déficit existente, que
además crece a razón de 100 mil unidades por
año.

El limitado alcance de la LPH afecta es­

pecialmente ala clase media. Según el ex-pre­
sidente de la Cámara Inmobiliaria de Vene­

zuela (CIV), Javier Lartigueti, "la clase me­
dia ha quedodo relegado dentro de los pro­

gramas habitacionales, ya que a un valor
máximo de 2, 7 millones de bolívares por uni­
dad, los recursos previstos para cado año
sólo financiarán la adquisición de poco más
de 7 mil viviendos". La desprotección hacia
los sectores medios en materia de vivienda es

tal que en los últimos meses, tanto el sector
de la construcción como la banca hipotecaria,
han implementado planes para la compra de
viviendas por parte de sectores profesionales.
Estos programas fijan cuotas de un tercio de
los ingresos del grupo familiar y la diferencia
que surge entre lo que corresponde pagar y lo
que efectivamente puede cancelar un deudor,
pasa a formar parte de una nueva deuda con
el banco. Estos planes de financiamiento no
liberan efectivamente a los compradores de
una carga excesiva por concepto de pago de
vivienda (incumpliendo con ello el principio
de gastos soportables), pues al caoo de un año
las cuotas a pagar adquieren dimensiones en
exceso elevadas. Además, demuestran la in­

diferencia oficial para atender a un sector

163 Economía Hoy, 06.09.94.
164 Economía Hoy, 15.09.94.
165 El Nacional, 11.09.94.
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importante de la población, que debe recurrir
al ámbito privado para solucionar su proble­
ma de vivienda.

Es claro que "con inflación es imposible
comprar viviendo", como lo afirmara recien­
temente el actual presidente de la ay, Ar­
noldMoreno165. Por otra parte, "350 miluni­
dades están deshabitadas, ni las venden, ni

las alquilan" , ante lo cual resulta inaceptable
que el Estado se haga eco de las presiones del
sector privado que pone como condición la
liberación de los alquileres para darle uso a
este número de viviendas. Efectivamente,
Moreno resaltó la necesidad de una nueva Ley
de Inquilinato para "destrabar" el mercado
inmobiliario, que de todas maneras ha segui­
do comportándose al margen de las orienta­
ciones que establece la ley vigente. Es así
como de acuerdo a reportes periodísticos, en
Caracas el alquiler de un apartamento en el
este de la ciudad "sin gran lui)" sobrepasó los
100 mil bolívares mensuales, mientras que en
áreas más populares, como El Valle y Catia,
los mismos se ubicaron entre 20 y 30 mil
oolívares a mediados de 1994. La única varia­

ción con respecto al año anterior, es que de­
bido al control cambiario impuesto por las
autoridades en junio de 1994, desaparecieron
de los avisos clasificados de la prensa los
anuncios de alquileres en dólares; sin embar­
go se ha podido comprobar que en muchos
casos se establecen fórmulas de indexación

semestral y contratos sólo anuales, lo cual
contradice la legislación vigente.

Después de haber sido aprobadas las re­
formas a la LPH y la lDH, no sería descartada
una acción de presión del sector inmobiliario
para lograr una nueva legislación para los
alquileres, en la cual se echen por tierra los
derechosa que actualmente disfrutan los in­
quilinos. Según Amold Moreno, al reformar­
se la ley se ejecutará "una producción masiva
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En Venezuela la defensa del derecho a la

vivienda debe orientarse con mayor énfasis al
reconocimiento de la vivienda como un todo,

que incluye el sentido de comunidad y la
satisfacción de sus necesidades globales de
servicios, y sobrepasa con creces la sola cons­
trucción de "cuatro paredes y un techo". Se
debe entender a la vivienda "como bien satis­

factor de necesidades nmltiples: protección,
procreación, salud, identidad, entendimien-

... , . ,,168 En 11to, partlclpaclOn, pertenencia . e o-
gro de ese objetivo el Estado juega un papel
determinante, del que se desprende la respon­
sabilidad de diseñar y ejecutar una política
nacional en la materia, que priorice a los
sectores menos favorecidos económicamen­

te, a la par que se res ponsabilice del acceso de
todos los sectores para la satisfacción de este
derecho.

En materia de derechos económicos y so­
ciales -la vivienda es uno de ellos-, conviene

enmarcar la responsabilidad estatal en dos
ejes: obligación de cumplimiento y obliga­
ción de resultados. Ateniéndose exclusiva-
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de viviendas para alquiler". Sin embargo, blación del país pasó de 15.500.000 a
cabe recordar que un año atrás el sector de 19.200.000 habitantes, es decir, se produjo
construcción hizo un ofrecimiento similar si un crecimiento de unos 3. 700.000 millones de

se refonnaban la LPH y la LDH, y hasta la habitantes con un porcentaje elevado de con­
fecha no se ha producido una notable reacti- centración en las cinco ciudades de mayor
vación de la construcción, pese a que estas población. Ello significaba la construcción
leyes entraron en vigencia desde noviembre de unas 700.000 nuevas viviendas, la dota-
de 1993 y abril de 1994, respectivamente. ción de 1.300.000 nuevas plazas escolares,

El 11 de octubre de 1994 el Ministro de aumentar en 740 millones de litros de agua el
Fomento, Alberto Poletto, anunció que el go- abastecimiento existente, etc. Sin embargo, la
biemo mantendria bajo control de precios los satisfacción de esas necesidades, no alcanzó
alquileres de viviendas construidas hasta ni al 40% de los requerimientos, y por tanto
1987, por un período de tres meses más. Este los diferentes acunulados alúeriormente se au­
semestre de controles finaliza a mediados de mentaron de manera inesperada. De ahí la

enero de 1995, sin embargo su aplicación no proliferación de barrios y ranchos en las prin­
se sintió con rigor dentro del sector inmobi - cipales ciudades" 167.

liario, especialmente de Caracas. También el R t d 1 ti t
.. , 1 di .. , fi' 1 1 e os e u urominIStro expreso a Sposlclon o lCla a 0-

grar una nueva Ley de Inquilinato para 1995,
por 10 que el cambio de legislación en materia
inquilinaria pareciera contar con el beneplá­
cito oficial.

Otro factor que debe contemplarse es el
elevado índice inflacionario que afectó a los
materiales de construcción. Según el Banco
Central de Venezuela (BCV) entre julio de
1993 y julio de 1994, el alza llegó a 115%,
mientras que el alza de los precios de los
inmuebles en general (tanto de viviendas

como de oficinas) alcanzó, para agosto de
1994, el 41 %. En el caso de Caracas, el precio
promedio de un apartamento nuevo se ubicó
en la suma de 11 millones 664 mil bolíva-

166 1 al . 1" da 1res , o cu convierte a a VlVlen en a

capital venezolana en un articulo de lujo.
El panorama ilustrado anteriormente lleva

a afirmar que en este momento en Venezuela

existen condiciones estructurales que impi­
den el desarrollo satisfactorio del derecho a la

vivienda, tal como ha quedado en evidencia,
con causas que van más allá de la actual crisis

económica: "Durante el lapso 1980-90 la po-

166 Economía Hoy, 15.08.94.
167 MARTINEZ OLAVARRIA, Leopoldo: La situación del habitat en Venezuela: Balance y perspectivas en

la década de los 90. CENDFS, Caracas;l91Jl, pago 31lí:----- ----------
168 Ghinaglia, Fmma de. Op. Cit.pág. 23.
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mente a la situación habitacional de Venezue­

la, se encuentra que el Estado no alcanza ni
un cumplimiento de sus deberes en la materia
(como podría serlo el adecuado nivel de in­
versiones o el otorgamiento de créditos para
el sector), ni sus políticas han dado como resul­
tado la satisfacción plena de este derecho, lo
cual conduce a niveles cada vez mayores de
necesidades habitacionales no resueltas, y al
crecimiento vertiginoso de viviendas con caren­
cia de servicios públicos básicos.

No han faltado las propuestas en relación
con el abordaje del problema habitacional.
Olmo lo expresa la siguiente cita, "una ten­
dencia deseable y posible, consistirá en ata­
carelproblema a nivel nacional con descen­
tralización de operaciones y utilizando
toda la gama de soluciones posibles: par­
celas con servicios, viviendas progresivas,
vivienda completa, edificaciones para al­
quiler, créditos de mejoras y ampliaciones,
utilización de espacios construidos con
baja densidad, remodelación de cascos de-

. do ,,169terLOra s, etc ..

Sin embargo, tanto académicos como
constructores e inversionistas, se han quejado
de la falta de atención por parte de organismos
y funcionarios oficiales, mientras prosiguen
violaciones a este derecho, que atañen direc­
tamente al Estado, si se rige por las pautas del
Pacto de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de la ONU, suscrito por Venezue­
la, para evaluar" actos u omisiones" en las
esferas oficiales al: "i)no tornar medidas ade­
cuadas; ii) no reformar o derogar las leyes
incompatibles con el Pacto; iii) no exigir el
cumplimiento de las leyes destinadas a reali­
zar y reconocer el derecho a la vivienda; iv)
no intervenir en el mercado de la vivienda en

particular en lo que respecta al nivel de los
alquileres, subsidios de alquiler, seguridad
de la ocupación y prevención de una especu-

169 Martínez Olavarría, Op. Cit. pág. 393.
170 Sachar, op. cit., pág. 40.
171 Sachar, op. cito pág. 30.

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

lación excesiva; v) no incorporar y aplicar
las normas mínimas internacionales acepta­
das en lo que respecta al derecho a la vivien­
da; vi) no facilitar infraestructura o servicios
básicos; vii) no prohibir o impedir acciones
individuales o civiles que constituyan viola­
ciones del derecho a la vivienda; viii) no
utilizar todos los recursos disponibles para la
realización de este derecho; ix) no integrar y
tener en cuenta las repercusiones de las políti­
cas macroeconómicas que tengan un impacto
sobre la vivienda o esferas sociales afines; y x)

nopresentar los informes necesarios de con~r­
midad con los artículos 16y 17 del Pacto" 70.

En diversas instancias internacionales se
reconocen las dificultades confrontadas en

cada país por lograr una satis facción plena del
derecho a la vivienda, a la par que, en su
defensa -consagrada por la Constitución Na­
cional- también se ha evidenciado un número

creciente de acciones emprendidas ante tribu­
nales de justicia. El Olmité de Derechos Eco­
nómicos, Sociales y Culturales de Naciones
Unidas ha reconocido que existe suficiente
jurisprudencia en: "a) apelaciones jurídicas
destinadas a evitar desahucios planeados o
demoliciones mediante la emisión de manda­

tos de los tribunales; b) procedimientos jurí­
dicos para buscar indenmización después de
un desahucio ilegal; c) reclarnaciones contra
acciones ilegales realizadas o apoyadas por
propietarios (pÚblicos o privados) en rela­
ción con los nive les de alquiler, mantenimien­
to de la vivienda y discriminación racial u
otras formas de discriminación; d) denuncias
de cualquier forma de discriminación en la
asignación y disponibilidad de acceso a la
vivienda; e) reclamaciones contra los propie­
tarios acerca de condiciones de viviendas

insalubres o inadecuadas; y f) juicios colec­
tivos en situaciones que implican un gran

'de . ha ,,171numero personas sm gar .
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A manera de conclusión, se suscribe la
crítica que formularon algunos académicos al
VIll Plan de la Nación, en especial porque el
mismo marcó la política oficial en el período
1989-94 en el sentido de que "A pesar de

realizar un diagnóstico del problema habita­
ciona4 ajustado en algunos aspectos a la

realidad del sector, no propone políticas ha­
bitacionales que intenten erradicar a fUturo
esta situación, pues se da un salto entre lo
planteado en el diagnóstico y las acciones
orientadas a atender esas dificultades, asimis­
mo existe aÚn mayor distancia entre lo que se
dice que se va a hacer y lo hecho." 172.

172 GARCIA, Keyla y otros: Análisis de la~¡ítica habitacional contenida en el VIII Plan de la Nación.
Caracas, CENDES, 1994, pág. 21. -- -
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